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carga intermunicipal, aéreo de

carga y pasajeros, especial, fluvial,

CEAS, CIAS, CDAS, Autoridades de

Tránsito, Organismos de tránsito,

entre otros.

Las empresas que adquieran la

calidad de sujetos obligados

disponen de un plazo de ocho (8)

meses para diseñar e implementar

el PTEE, contado desde la

notificación del otorgamiento del

requisito habilitante y/o registro por

parte de la autoridad competente.

En el caso de aquellas compañías

que ya contaban con dicho

requisito o registro al momento de la

expedición de la resolución, el

término vence el 19 de mayo de

2026, ocho meses desde la fecha de

publicación de la Resolución.

El programa debe incluir medidas

orientadas a identificar, prevenir,

gestionar y mitigar los riesgos de

corrupción y soborno transnacional.

Entre otros aspectos, se exige que el

PTEE cuente con políticas claras de

cumplimiento, procedimientos para

Supertransporte exige implementación de un Programa 

de Transparencia y Ética Empresarial

La Superintendencia de Transporte

expidió la Resolución 14673 de 2025,

mediante la cual se adiciona el

Capítulo 10 del Título V de la Circular

Única de Infraestructura y

Transporte. Con esta disposición, se

establecen lineamientos específicos

para la adopción de los Programas

de Transparencia y Ética Empresarial

(PTEE) por parte de las compañías

del sector, en cumplimiento de lo

previsto en el artículo 34-7 de la Ley

1474 de 2011, adicionado por la Ley

2195 de 2022.

De acuerdo con la resolución,

deberán implementar el PTEE todas

las personas jurídicas sometidas a la

inspección, vigilancia y control de la

Superintendencia de Transporte que

desarrollen actividades

empresariales y que, en

consecuencia, se encuentren

inscritas en el Módulo de Registro de

Vigilados. Esta obligación recae

sobre concesiones viales,

sociedades portuarias, operadores

portuarios, transporte terrestre de



la gestión de conflictos de interés,

canales de denuncia confidenciales

y seguros, reglas específicas frente a

regalos, donaciones y financiación

de campañas políticas, así como la

adopción de un código de ética y

de buen gobierno que oriente la

cultura organizacional.

La resolución también impone la

obligación de documentar

adecuadamente el programa, de

realizar procesos de capacitación

periódica a empleados,

administradores y contratistas, y de

divulgar sus lineamientos de manera

accesible tanto al interior de la

organización como frente a

terceros.

Cada sujeto obligado deberá

designar un Oficial de Cumplimiento

responsable de la administración y

seguimiento del PTEE. Este

funcionario debe estar domiciliado

en Colombia, acreditar formación

en gestión de riesgos y cumplir con

requisitos de idoneidad e

independencia, entre otros. El

programa también impone deberes

específicos a la junta directiva o

máximo órgano social, al

representante legal, a la revisoría

fiscal y a la auditoría interna, con el

fin de garantizar la adecuada

implementación, actualización y

supervisión del PTEE.

La Superintendencia estableció un

esquema de acompañamiento

dirigido a pymes y mipymes del

sector transporte. Este incluye la

elaboración de guías metodológicas

simplificadas, talleres de

capacitación gratuitos y asistencia

técnica, con el propósito de facilitar

la implementación del programa sin

generar costos ni cargas excesivas

para este tipo de empresas.

El incumplimiento de la obligación

de adoptar e implementar el PTEE

dará lugar a sanciones

administrativas por parte de la

Superintendencia de Transporte, de

conformidad con lo previsto en la

Ley 336 de 1996 y demás

disposiciones aplicables. La

autoridad podrá iniciar procesos

sancionatorios frente a la omisión o

inadecuada aplicación de los

lineamientos previstos en la

resolución.

Con esta regulación, la

Superintendencia de Transporte

busca elevar los estándares de

integridad y cumplimiento en el

sector, al exigir que las empresas

vigiladas adopten mecanismos

internos efectivos contra la

corrupción y el soborno

transnacional; además, esta norma

muestra el esfuerzo de dicha entidad

por fortalecer los programas de

cumplimiento de sus vigiladas, y se

suma a la obligación de tales

entidades de implementar un

SARLAFT según lo dispuesto en la

Resolución 2338 de 2025.
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En Posse Herrera Ruiz estamos preparados para asesorar a las compañías

en el diseño, implementación y puesta en marcha de sus Programas de

Transparencia y Ética Empresarial, asegurando el cumplimiento de los

lineamientos legales y dentro de los plazos establecidos.
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